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Resumen. 

La transversalización de género es un mandato 
convencional y constitucional. Para hacerlo en 
forma efectiva se propone una aproximación de 
criterios para aplicar y detectar la efectiva imple-
mentación. Se vinculan los mismos a la necesidad 
de educar en igualdad a las mujeres en derecho, 
cuestionando la neutralidad del Derecho, su visión 
androcéntrica y perpetuadora de desigualdad. Los 
criterios se han señalado básicamente para la 
docencia, investigación y evaluación, proponiendo 
que los mismos deben ser vinculantes.

Abstract. 

Gender mainstreaming is a conventional and cons-
titutional mandate. For its effective implementation 
this proposal consists in the application of certain 
standards that linked teaching gender equality at 
our Law Schools and a critical perspective of the 
law neutrality. The criteria has been indicated 
primarily for teaching, research and evaluation.

Palabras claves: 
Transversalización de género, enseñanza del 
Derecho, criterios docencia, investigación, eva-
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Introducción
 
La incorporación de los derechos humanos de las 
mujeres en la enseñanza del Derecho en forma 
efectiva a través de la metodología de género es 
un tema urgente, un mandato convencional y 
constitucional. Así lo disponen, por ejemplo dos 
instrumentos internacionales de gran relevancia 
como la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación de la Mujer 
(C.E.D.A.W.) de 1979 ratificada por Costa Rica en 
1986 y la Convención interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer “Convención de Belem Do Pará" 
nueve de junio de mil novecientos noventa y 
cuatro y ratificada por Costa Rica el seis de 
setiembre de 1994.

El mandato constitucional en Costa Rica deviene 
específicamente de los numerales 33 y 51 de la 
Constitución Política lo que reafirma el deber del 
Estado de propiciar las condiciones adecuadas 
hacia la igualdad desde la perspectiva de la acce-
sibilidad y la formación para la igualdad. 

En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 
realizada el 20 de octubre de 1993  se señala 
expresamente y en forma específica que los 
derechos humanos de la mujer deben formar 
parte integrante de las actividades de derechos 
humanos de las Naciones Unidas, en particular la 
promoción de todos los instrumentos de derechos 
humanos relacionados con la mujer. Además, 
“insta a los gobiernos, las instituciones intergu-
bernamentales y a las organizaciones no guberna-
mentales a que intensifiquen sus esfuerzos en 
favor de la protección y promoción de los derechos 
humanos de la mujer y de la niña”.

El derecho a la igualdad de la mujer en la educación 
se puede analizar desde dos ejes (Faur,2002); el 
primero de ellos se relaciona con la accesibilidad 
de la mujer a la educación y el segundo se inter-
preta como un medio para formar en igualdad 
con un fin transformador de la realidad social. El 
primer eje se refiere a igualdad de la educación y 
el segundo a la “construcción de la igualdad a 
través de la educación”

El eje de la accesibilidad de las mujeres no es 
objeto de análisis en este artículo, el foco se 
dirige, más bien, a la necesidad de incorporar 
criterios de transversalización de género en la 
enseñanza del Derecho. El objetivo es que la 
enseñanza del Derecho se constituya en un 
instrumento de transformación no sólo a nivel 
formal, sino que generen impacto para una 
sociedad más justa para las mujeres. 

La Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación de la Mujer dispuso en 
materia educativa, que debe eliminarse todo 
concepto estereotipado de los papeles masculino 
y femenino en todos los niveles y en todas las 
formas de enseñanza, haciendo referencia expresa 
a los materiales de estudio y sus métodos.

Los mandatos convencionales obligan necesaria-
mente a un replanteamiento de la forma en que 
se enseña el derecho en las universidades para lo 
cual hay que revisar y cuestionarse en forma 
crítica el mito de la neutralidad del Derecho en 
cuanto a las mujeres y evidenciar y visibilizar lo 
que se ha denominado curriculum oculto, dos 
elementos que confluyen para perpetuar en el 
imaginario colectivo la desigualdad institucio-
nalizada de la mujer en la sociedad.

Sobre género se entenderá (Acosta,2019) el 
conjunto de características sociales, culturales y 
económicas que la sociedad asigna a las personas 
de forma diferenciada como propias de hombres 
y mujeres. Estas construcciones sociales y 
simbólicas se basan en la diferencia sexual, 
estructurando relaciones de poder cuya principal 
característica es el dominio de lo masculino.

La perspectiva de género es el enfoque para la 
reflexión y el análisis del Derecho a fin de 
deconstruir los paradigmas androcentristas y 
desmitificar la neutralidad, tal y como Costa, M. 
lo indica:
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Así, se revela que, tanto el establecimiento del varón 
como universal de lo humano, así como la negación de 
toda otra identificación socio sexual en las formulaciones 
jurídicas, son efecto del androcentrismo del derecho. El 
androcentrismo jurídico se evidencia en la regulación 
restringida de las normas y procedimientos legales, en 
la parcialidad que predomina en el funcionamiento de 
las instituciones de la justicia y en los sesgos que 
demarcan los cánones del derecho. (2019)

En el siglo 21 en Costa Rica la incorporación de 
la mujer a la educación superior ha ido creciendo 
en forma significativa, no obstante, ello no implica 
en forma alguna que el tema de la desigualdad 
haya sido resuelto desde la perspectiva de la 
accesibilidad. Paradójicamente se sigue orien-
tando el aprendizaje bajo supuestos de neutrali-
dad del Derecho e invisibilizando las diferencias 
derivadas del mismo. Esto es una situación 
generalizada en la que, si bien ha habido 
esfuerzos para tratar de solventarla, los mismos 
son aislados, no sistemáticos y se constriñen a 
veces a cursos específicos de género, todo lo cual 
es un inicio, pero no es suficiente como factor 
transformador de la enseñanza de esta disciplina 
de acuerdo con los fines de la educación superior 
con la formación y en construir igualdad dentro 
de una sociedad democrática.

El Tercer Informe del Estado de la Mujer en Costa 
Rica (Instituto Nacional de las Mujeres, 2019), 
sobre el acceso de las mujeres a la educación 
superior en general, señaló:

En las universidades públicas se graduaron 3.873 
hombres y 5.717 mujeres en el año 2000. En el 2016 
los hombres graduados fueron 6.344 y las mujeres 
9.151. Por otra parte, en la educación superior privada 
que demuestra en el 2001 se graduaron 5.238 hombres 
y 9.051 mujeres, mientras que para el 2016 esas cifras 
aumentaron a 11.187 hombres y 19.513 mujeres. 
Siendo así, es posible señalar que a nivel nacional las 
mujeres representaron el 62,1% de las personas 
graduadas en 2016, frente a un 37,9% de hombres. 
Esto permite establecer una relación de 10 hombres 
graduados por cada 17 mujeres en la misma condición. 
Como muestran los datos presentados, la presencia de 
las mujeres en la educación superior

ya sea pública o privada, es contundente: constituyen 
un porcentaje mayoritario no sólo en matrícula, sino 
también en graduación. Sin embargo, la educación 
superior presenta grandes contradicciones para las 
mujeres, pues este ámbito está marcado por desigual-
dades en el acceso a aquellas profesiones o áreas del 
conocimiento con mayor reconocimiento social y 
económico, producto de la reproducción de sesgos o 
estereotipos de género asociados al deber ser de las 
mujeres y a sus capacidades intelectuales y personales.

En Costa Rica, durante el 2022 (corte a marzo), 
de acuerdo con la oficina de Incorporaciones del 
Colegio de Abogadas y Abogados de Costa Rica, 
en la primera incorporación realizada a la fecha 
en este año, se registraron un total de 159 incor-
poraciones de profesionales, de las cuales 98 
fueron mujeres, lo que representa un 61%. 

El hecho de que haya más mujeres en la educación 
superior en Costa Rica, y específicamente de 
profesionales incorporadas en Derecho no implica 
que el tema de la igualdad se esté resolviendo, 
por cuanto el fenómeno es más complejo con 
relación a lo que se denomina “techo de cristal” 
respecto a posibilidades de acceso a puestos de 
trabajo, ascenso, salarios. También se presenta 
una segregación por nivel educativo según la 
cual el porcentaje de acceso de las mujeres en los 
niveles de posgrado disminuye (Buquet, G. 
2011) entre otros problemas. No obstante, lo 
señalo precisamente, para evidenciar la absoluta 
necesidad de incorporar una visión de la ense-
ñanza del Derecho haciendo énfasis precisamente 
en las características, roles y especificidades de 
género. Parece un absurdo que, pese a que hay 
una población que se incrementa de mujeres en 
la educación superior en Derecho, se continue 
impartiendo una educación basada en una 
concepción “neutral”, abstracta, universal del 
Derecho donde el referente neutral sea lo 
masculino. Entonces, las mujeres son invisibili-
zadas en su formación, siendo las “convidadas 
de piedra” en el análisis de contenidos en la 
doctrina, la legislación y la jurisprudencia.  
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La paradoja se presenta cuando hay más mujeres 
en las aulas universitarias de Derecho, pero en 
todo el discurso jurídico se sigue teniendo el 
referente varón como modelo de construcción de 
normas y sentidos, omitiéndose además visibilizar 
que la referencia al sujeto ostenta una posición 
prevalente, de dominio y autoridad en la sociedad. 

El Derecho se enseña tradicionalmente en forma 
dogmática, lo que favorece un perfil de persona 
egresada plenamente convencida de la neutralidad 
e imparcialidad de la disciplina y son quienes en 
la interpretación y aplicación de las normas 
reproducen esa visión androcéntrica que en forma 
alguna contribuye a la formación en igualdad. 

 El referente en esta concepción de derecho es lo 
universal que es el hombre con respecto al 
género desconociendo las diferencias y los roles 
que las mujeres en derecho van a desempeñar en 
la sociedad costarricense, así como las limitantes 
para acceder al sector laboral con salarios más 
competitivos y en puestos de toma de decisión 
que potencien la autonomía de las mujeres en 
todos los ámbitos.

Como lo señala Bauger, E. ( 2021) Las prácticas 
de enseñanza tienen una incidencia inmediata 
en la generación, reproducción y construcción 
de sentido de las prácticas de las profesionales 
de la abogacía por eso es que  no transversalizar  
la perspectiva de género implica como ya se ha 
señalado seguir  preservando la visión andro-
céntrica del Derecho para dirimir los conflictos 
sociales dándose un círculo vicioso y perverso en 
el que se acentúa la desigualdad en perjuicio 
abierto y manifiesto de  las mujeres a pesar de 
enunciados formales como la normativa interna-
cional y nacional. 

Partiendo de la necesidad y urgencia de la incor-
poración de la perspectiva de género en la ense-
ñanza considero que hay que analizar y discutir 
criterios específicos para operacionalizarlos para 
el diagnóstico, diseño, ejecución y evaluación de 
la enseñanza del Derecho. Además, 

a partir de los mismos construir estándares de 
calidad de la educación en Derecho. Una condición 
necesaria y suficiente es partir de la función 
social de la educación social y el compromiso 
con la promoción y generación de igualdad en 
la sociedad.  

Hay una producción académica importante en 
temas de género y Derecho que se ha desarrollado 
en las universidades, no obstante, como lo señala 
Buquet G “no han sido estas instituciones las que 
han acogido la temática y sus procesos de insti-
tucionalización al interior de sus comunidades” 
(2011) o si acaso, agrego, se hace en forma aislada 
y desagregada.

La realidad social es muy compleja y cambiante, 
en forma alguna se pretendería agotar los criterios 
o reducirlos a un esquema rígido, taxativo o 
inflexible pues ello implicaría desconocer la 
riqueza y la dinamicidad de la realidad social y 
los procesos de aprendizaje;  sin embargo, hay 
que ir hacia adelante y elaborar, proponer, 
especificar, sistematizar y revisar los criterios 
para transversalizar la perspectiva de género  
con el propósito principal  que se implementen 
en forma efectiva como  parámetros de calidad  
de la educación.

¿Cabe entonces analizar cuáles serían esos 
criterios de calidad para evaluar la efectiva 
incorporación de la perspectiva de género en 
la enseñanza del Derecho como un criterio de 
calidad de la enseñanza?

      En los noventa (Donoso-Vázquez, Trinidad; 
Velasco-Martínez, Anna 2013) se incrementaron 
de forma considerable los estudios de género, 
espacios para su difusión, los institutos universi-
tarios de género y de estudios de la mujer, los 
grupos de investigación y por consiguiente, las 
investigaciones sobre el género y vinculados con  
la enseñanza del Derecho,  proporcionando una 
visión  crítica y  dando igualmente criterios  
necesarios de incorporar para  garantizar efec-
tividad   en la incorporación de la perspectiva 
de género. 
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La propuesta va en el sentido de aglutinar 
algunos de los criterios que se han señalado y 
proponer otros, de lo contrario se seguirá 
haciendo enunciados apologéticos sin ninguna 
implicación practica y efectiva.

Transversalización 
de género.  hacia una visión 
integral y sistemíca de la 
enseñanza del derecho. 

Hay dos nociones fundamentales que deben 
interrelacionarse. La perspectiva de género y la 
transversalidad en la enseñanza para lograr así 
una mayor eficacia en la formación en igualdad.
La perspectiva de género es una herramienta 
conceptual y metodológica que tiene como fin 
visibilizar las diferencias culturales asignadas a 
los hombres y a las mujeres para generar procesos 
críticos y de cambio de las instituciones del 
Derecho que generan desigualdad.

La perspectiva de género, en referencia a los 
marcos teóricos adoptados para una investiga-
ción, capacitación o desarrollo de políticas o 
programas, implica:

a) reconocer las relaciones de poder que se dan 
entre los géneros, en general favorables a los 
varones como grupo social y discriminatorias 
para las mujeres;

b) que dichas relaciones han sido constituidas 
social e históricamente y son constitutivas de 
las personas;

c) que las mismas atraviesan todo el entramado 
social y se articulan con otras relaciones socia-
les, como las de clase, etnia, edad, preferencia 
sexual y religión. (Gamba S. 2008)

La Sala Constitucional de Costa Rica utiliza la 
perspectiva de género como una herramienta 
interpretativa que incluye variables sociales y 
culturales que provocan la desigualdad estruc-
tural y que produce un trato discriminatorio

contra las mujeres.  A manera de ejemplo cito 
en lo conducente; 

Lo que se quiere decir, en síntesis, es que el punto 
jurídico que aquí se debate amerita, para su correcta 
resolución, su análisis desde la perspectiva de género, 
es decir, realizar un estudio de la realidad ponderando 
una serie de variables que, sin exceder el marco 
normativo –que de por sí existe no solo a nivel legal 
sino también en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y en la Constitución Política-, 
incluya variables sociales y culturales, entre otras, 
que son las que provocan la desigualdad estructural 
que empíricamente se ha comprobado, incluso allende 
nuestras fronteras, y que produce un trato 
discriminatorio en perjuicio de las mujeres, con 
fundamento no en razones que trascienden las 
diferencias biológicas (Sala Constitucional Voto 
12582-2008)  

La perspectiva de género solamente se puede 
implementar en forma transversal en la formación 
en derecho. La transversalización de género fue 
planteada por primera vez como un compromiso 
de los Estados en el marco de la Plataforma de 
Acción de la Cuarta Conferencia Mundial en 
Beijing (1995) que dispuso en el acápite 79:
Para hacer frente a la desigualdad de acceso a la 
enseñanza y a las oportunidades educacionales 
insuficientes, los gobiernos y otros agentes sociales 
deberían promover una política activa y visible 
de integración de una perspectiva de género en 
todas las políticas y programas, a fin de que se 
analicen, antes de adoptar decisiones, sus posibles 
efectos en las mujeres y los hombres.

En esa declaración se hace referencia a integra-
ción de la perspectiva de género todo lo cual 
excluye acciones aisladas o segmentadas que si 
bien constituyen una iniciativa positiva no son 
suficientes.  Implica, en consecuencia, una visión 
transformadora integral del enfoque de género.
Como lo señala Nieves S (2011)

 En definitiva, que la perspectiva de género 
“atraviese” toda la estructura del Título, tanto 
los objetivos, como las competencias, los módulos 
y materias, las programaciones curriculares de 
las asignaturas, los criterios de evaluación de 
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los aprendizajes y el sistema de evaluación de la 
calidad del Título.

Transversar género Chaves, R (2011) es una 
estrategia metodológica y política pues implica 
un posicionamiento ideológico distinto frente al 
quehacer universitario. Requiere estar en atención 
permanente y acuciosa para identificar las 
diversas y ocultas y no tan ocultas formas y con-
textos de discriminación por razón de género, 
además de los posibles impactos diferenciados 
sobre hombres y mujeres que puede provocar 
cualquier acción o lineamiento institucional. 

La perspectiva de género es una herramienta de 
análisis que debe ser transversal para generar cam-
bios y fomento de igualdad y los derechos huma-
nos de las mujeres en la sociedad costarricense.

La incorporación de contenidos temáticos sobre 
género en forma separada no puede considerar-
se como una incorporación efectiva de los dere-
chos humanos de las mujeres en la enseñanza 
del Derecho. 

Como se ha indicado en el (IIDH,2008), hay sesgos 
o visiones erróneas con relación a la perspectiva de 
género, dentro de las cuales señala entenderla 
como “la problemática de la mujer” y no como lo 
relación entre hombres y mujeres, o bien abordarla 
como variable y no como lo que es una perspectiva 
de análisis. Disociar el trabajo con perspectiva de 
género referente a reeducación y vida privada la 
transformación de su vida, dimensión personal y lo 
conciben como “adaptar” a las mujeres al mundo 
de los hombres.  

Entonces, la propuesta de criterios debe enten-
derse dentro de un contexto de integralidad, 
sistematicidad, permanencia, en forma reflexiva, 
auto corregible, interconectada e interdisciplinaria.

 

Criterios para la implementa-
ción eficaz de la perspectiva 
de genero transversalmente 
en la enseñanza del derecho. 
a manera de aproximación.

Generalmente, en los planes de estudio se hace 
referencia a la transversalidad de ejes temáticos y 
se menciona el género como uno de ellos, lo que a 
mi criterio no es suficiente, pues debe incorporarse 
en forma específica la perspectiva de género para 
que no se diluya ni quede en un simple enunciado. 
La especificidad garantiza de alguna manera una 
mayor atención y una priorización en la enseñanza 
del Derecho para que sea un hilo conductor en 
todo el plan de estudio en forma integral y 
sistemática, desde el diseño, la ejecución, 
evaluación e investigación de la enseñanza.

En los procesos de evaluación, estos criterios 
igualmente deben ser tomados en cuenta como 
variables cualitativas de la educación en Derecho 
con la finalidad de que sirvan para determinar la 
efectiva aplicación de estos.  

Buquet G (2011) se refiere a una dimensión de 
formación, investigación e institucionalización 
de la enseñanza del Derecho. Los criterios (Pie-
dra,2022), (Chaves R., 2014), (Facio A,1992), 
(Faur E., 2002), (Costa M, 2019), (Buquet G., 
2011) (Salazar O., 2021) que se proceden a seña-
lar se circunscribirán a las áreas de formación, 
incluida la evaluación y la investigación. 

Area formativa 

Se ha señalado (Costa, M. 2019) que la carencia de 
revistas especializadas y la escasez general de 
publicaciones son factores que condicionan fuer-
temente el acceso al conocimiento de estudios 
sobre género y Derecho y de feminismos jurídicos 
y que generalmente  los acercamientos se hacen 
en los estudios de posgrado, cursando otras 
carreras  y que en general “ los abordajes de 
género no suelen producirse  en la carrera jurídica 
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de grado” , todo lo cual obliga a garantizar la 
verdadera incorporación en la carrera de derecho, 
grado y posgrado, en forma integral, sistemática, 
estructural.

Tal y como lo plantea (Chaves, R, 2015)  la labor 
de transversar la perspectiva de género se 
entiende por la aplicación sistemática y coherente 
del análisis de género, principalmente en los 
contenidos temáticos de los cursos, en los diver-
sos medios didácticos que se utilizarán, en el 
lenguaje, en los diferentes procesos de aprendizaje 
que se generan, en la formulación de políticas 
internas y en la gestión institucional en general, 
orientando el quehacer cotidiano universitario 
hacia una cultura a favor de la igualdad de 
género y hacia la construcción de una sociedad 
más justa.

Al hablar de la enseñanza del derecho se hace 
referencia a sus contenidos, métodos y medios 
todos los cuales se deben articular. Para ello, a mi 
criterio debe iniciarse con el curriculum básico 
(García Rubio, J., & Ros Garrido, A.2018) que es lo 
que cuenta como conocimiento válido para la 
formación de los y las abogadas.

El curriculum básico, formal o explícito debe 
contener igualmente enunciados expresos y 
directos sobre la transversalización de género e 
implica una necesaria revisión y cuestionamien-
to de la neutralidad del derecho.

De tal manera un diseño curricular universitario 
desde el cual se suponga que los contenidos de los 
cursos son neutros y que no impactan de manera 
diferenciada a hombres y a mujeres, estará reprodu-
ciendo la realidad patriarcal. Un curso desde el cual 
no se reflexione sobre la existencia de las desigualda-
des de género y que se presuma de carácter “neutral al 
género”, muy posiblemente se esté construyendo 
sobre situaciones desvalorizantes, excluyentes y 
discriminatorias, muchas veces imperceptibles.” 
(Chávez R,2014) 

Tal y como lo plantea (Mercado,2018) el curricu-
lum oculto sin pretenderlo de manera reconoci-
da, constituye una fuente de aprendizaje para 
todas las personas que integran la organización. 
Los aprendizajes que se derivan del currículum 
oculto se realizan de manera “osmótica”, sin que 
se expliciten formalmente ni la intención ni el 
mecanismo o procedimiento cognitivo de apro-
piación de significados. 

El currículo oculto se basa en un modelo educativo 
que transmite las características culturales del 
género masculino, como si fuera este el modelo 
estándar positivo universal. Refiere a un modelo 
diseñado para hombres como protagonistas del 
mundo público, sin tomar en cuenta los aportes 
y experiencias de las mujeres (Piedra, M. 2022).

La transversalización de género implica necesa-
riamente integralidad, pues debe tener como 
objetivo develar el curriculum oculto, cuestio-
narlo, analizarlo con la finalidad de transformar 
esa cosmovisión, para ello es necesaria incorporar, 
contenidos, herramientas y estrategias de apren-
dizaje, para tener un efecto transformador y 
multiplicador de la igualdad de las mujeres en 
la sociedad.

Un elemento esencial para la transversalización 
es la articulación de conocimientos y la interdis-
ciplinariedad. Como lo señala Lyra, 2011 esta 
articulación implica que entre más fuerte sean 
las acciones competentes de las personas formadas, 
más competentes serán las y los graduados de 
las universidades del siglo XXI para la transfor-
mación, económica y social.  

Así las personas egresadas deben ser capaces 
de establecer relaciones entre las situaciones 
que se les presenten con una visión global del 
conocimiento y los valores y actitudes que 
este represente (García Villanueva, J., Díaz 
García, D. I., & Hernández Ramírez, C., 2020).
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Procedo entonces, a realizar una aproximación 
de cuáles criterios se deben tomar en cuenta para 
determinar la existencia o no de transversalidad 
de género en la formación universitaria, específi-
camente en el curriculum, son: 

Cursos específicos con perspectiva de género 
introductorios y especializados en grado y 
posgrado de la Universidad. 

En la microprogramación o planeamiento de 
cursos en el propósito general, los objetivos, los 
contenidos, las actividades, los recursos y la 
evaluación mención expresa y específica de la 
incorporación de la perspectiva de género. 

Al respecto cualquier materia que se imparta en 
derecho debe ser analizada en enfoque de 
género. Lo cual no solamente implica la denomi-
nación formal en los objetivos del curso, sino que 
efectivamente a los temas y contenidos se les dé 
este enfoque. Hay que iniciar un proceso urgente 
de revisión y análisis de los contenidos progra-
máticos existentes en las diferentes materias 
para realizar una verdadera incorporación de la 
perspectiva de género y educar en igualdad. 

Esa revisión se puede realizar, a corto plazo por 
la misma persona docente que puede proponer 
las adaptaciones y los cambios máxime si se ha 
establecido la inclusividad y la transversalidad 
como fines orientadores de la enseñanza.

Para hacer esa revisión programática, los criterios 
que señala (Chávez R 2015):

Por lo tanto, Transversar la perspectiva de género 
significa, fundamentalmente, una revisión a profun-
didad de los contenidos de los cursos en cuanto a: • Si 
existen postulados androcentristas y estereotipados 
por género en las diferentes disciplinas académicas, 
con el fin de deconstruirlos primero y reconstruirlos 
luego desde la teoría de género. • Si se tiene claro que 
se busca la igualdad como derecho humano, y no solo 
la equidad; para ello debe entenderse que las medidas 
de equidad (acciones afirmativas) son necesarias para 
lograr la igualdad, pero no son suficientes. 

• Si se incluyen, en los contenidos de los cursos, la 
experiencia y los aportes de las mujeres. • Si se evitan 
los temas y ejemplos estereotipados por género y se 
seleccionan, en la medida de lo posible, de forma que 
respondan a los intereses de todas las personas. • Si se 
elaboran metodologías adecuadas, para que el 
estudiantado adquiera experiencias y capacidades 
que tradicionalmente han sido adjudicados a uno de 
los sexos en exclusiva. • Si se toma en cuenta que los 
hombres y las mujeres tienen contextos familiares 
distintos, ya que las mujeres generalmente llevan en 
sus espaldas el trabajo doméstico y el cuido de personas 
dependientes. • Si se promueve la corresponsabilidad 
de las tareas domésticas en la familia, para lograr una 
distribución equitativa y adecuada para cada miembro. 
• Si se consideran los diferentes intereses, valores y 
necesidades emocionales de cada alumno y alumna 
como individuos.) Si se incorporan los intereses y 
necesidades prácticas y estratégicas de género. • Si se 
analiza cómo cierta utilización de la imagen de la 
mujer va en detrimento de su dignidad y si se 
promueve el desarrollo de una mentalidad crítica en 
relación con este tipo de violencia de género y los otros 
tipos de violencia hacia las mujeres.

Materiales de estudio. Con relación a los mate-
riales de estudio se distinguirían dos grupos:  La 
existencia de guías, manuales o material espe-
cializados para formar en enfoque de género, 
ejemplos manuales de lenguaje inclusivo, guías 
metodológicas para analizar el Derecho con 
enfoque de género, etc. Como estándar de calidad 
sería la existencia de guías.

El otro grupo de materiales son aquellos que 
forman la bibliografía necesaria para desarrollar 
los contenidos de cada curso, por ejemplo, procesal 
civil, laboral, familia, introducción al Derecho, 
teoría del Derecho, etc. Los estándares de calidad 
serían: 1- referencia a autoras en la bibliografía y 
o materiales didácticos, señalar expresamente la 
búsqueda y la falencia si esa fuera el caso. 2. Los 
materiales didácticos que se incluyan en Derecho 
en cualquier rama incluyan contenidos con 
enfoque de género es decir que analicen la 
información desde las diferencias económicas, 
sociales y culturales de las mujeres, así como la 
inclusión temas paradigmáticos en la jurispru-
dencia en materia de género.
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De esta forma las universidades entran en una 
nueva etapa: ya no dependen de la Iglesia sino 
del Estado.

En América el principal acontecimiento fue la 
Reforma de Córdoba, llamada así porque se 
produjo en la Universidad Nacional de Córdoba, 
Argentina, en 1918, después de violentas revueltas 
estudiantiles entre marzo y octubre a raíz de la 
elección del Rector, lo que enfrentó a reformistas 
y católicos, hizo que el Presidente Hypólito 
Yrigoyen interviniera para que se reformaran los 
Estatutos. El movimiento se extendió por toda 
Argentina y luego por América Latina. Famoso 
es el Manifiesto Liminar de 21 de junio de 1918 
de la Federación Universitaria de Córdoba deno-
minado “La Juventud argentina de Córdoba a 
los Hombres Libres de Sudamérica” adoptado 
en el Primer Congreso Nacional de Estudiantes. 
El 9 de setiembre la Federación Universitaria de 
Córdoba asume el control de la universidad, y 
adopta como propias las manifestaciones del 
Congreso indicado (Mazo, 1957):

Participación estudiantil en el gobierno universi-
tario (cogobierno por tercios de profesores, estu-
diantes y graduados).

Participación de graduados en el gobierno 
universitario.

Asistencia libre.

Docencia libre (libertad académica, cátedra para-
lela, cátedra libre, derecho a optar entre cátedras).

Periodicidad de la cátedra (con designación por 
concurso).

Publicidad de los actos universitarios.

Extensión universitaria (y creación de universi-
dades populares).

Ayuda social a los estudiantes.

Sistema diferencial para la organización de las 
universidades.

Orientación social de la universidad.

Política de Lenguaje inclusivo. La visibilización y la 
utilización de un lenguaje inclusivo es criterio para 
determinar si efectivamente se está utilizando la 
perspectiva de género.

El estándar de calidad de este criterio es que se 
refleje en la normativa y directrices universitarias, 
en los programas de estudios, en los contenidos, 
en los recursos didácticos, en las evaluaciones es 
una forma de visibilización del género en la 
enseñanza.

La sentencia 3435 de la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia de Costa Rica se inter-
pretó y dispuso que cuando se utilicen los términos 
“hombre” o “mujer” deberá entenderse como 
sinónimos del vocablo persona y con ello eliminar 
toda posible discriminación “legal” por razón de 
género.  Hay normativa constitucional, concreta-
mente los artículos 20 reformado en la ley 
no.7880 del 27 de mayo de 1999 y 33 de la Constitu-
ción Política, que fue reformado ley7880 de 27 de 
mayo de 1999 en la que se cambió la denominación 
original de hombre por persona. Además, en el 
sector público e instituciones privadas en Costa 
Ricas se ha incorporado la política de lenguaje 
inclusivo , en otras instituciones públicas y 
privadas se ha incorporado la misma, así como en 
normas jurídicas, tales como la Constitución citada, 
lo que sirve como una forma de vencer aún las 
resistencias para utilizar el lenguaje inclusivo.

No es atendible que a pesar de que participen 
mujeres a la enseñanza del Derecho se siga 
utilizando un lenguaje que la define con relación 
a un genérico que es el hombre. Ese solo hecho es 
un indicio de que no hay una verdadera vocación 
o intención de transversalizar la perspectiva de 
género. El lenguaje es dinámico, cambiante y la 
utilización plantea cada vez nuevos retos para la 
comunicación en igualdad. La inclusión en la 
enseñanza no requiere mayor esfuerzo que la 
acción de hacerlo en lo cotidiano, en la docencia.

Llama la atención que generalmente no hay 
resistencia cuando se señala la necesidad de política 
inclusiva en otros ejes sin embargo en mi expe-
riencia, la mayor resistencia a la inclusividad en 
el lenguaje es cuando se refiere a la nominación 
del lenguaje con relación a la mujer, lo que es 
reflejo de una visión androcéntrica, basada en 
mitos de universalidad y abstracción en el 
lenguaje con relación a la mujer.   

La utilización de una política inclusiva con 
relación a las mujeres es un paso, un inicio, a la 
visibilización en la formación universitaria para 
deconstruir el curriculum oculto y desmitificar 
la neutralidad del derecho.  

Metodologías de aprendizaje, participativas, que 
integren la teoría con la práctica y que se enmar-
quen en el constructivismo. Tal y como lo señala 
Salgado (2014) desde el constructivismo, las 
estrategias están basadas en actividades auténticas 
(de la vida real), no “artificiales”. En este sentido, 
las estrategias constructivistas intentan desarrollar 
el pensamiento y la solución de problemas en 
ambientes complejos. Se le otorga una gran 
importancia a la construcción colectiva de cono-
cimientos (el aprendizaje colaborativo), sobre 
todo en la vertiente del constructivismo dialéctico 
o socio constructivismo.

La forma en que se transmite el conocimiento 
incide directamente en el develamiento del curricu-
lum oculto. Es así como a través de pedagogías 
constructivistas   que promueven la integración de 
la teoría con la práctica, haciendo énfasis en la 
metodología de casos, y todas aquellas estrategias 
de aprendizaje que permitan el análisis, la 
reflexión crítica y el abordaje de una concepción 
igualitaria de acuerdo con el género. Las tecnolo-
gías de información se constituyen en una herra-
mienta tecnológica importante para facilitar el 
acercamiento del Derecho a la realidad en forma 
interactiva participativa, igualitaria entre los 
participantes en la enseñanza del Derecho.

Un estándar de calidad es en este caso la utilización 
de estrategias constructivistas en las cuales se 
incluyan temas de Derecho con enfoques de 
género.
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En materia de género hay propuestas metodoló-
gicas específicas como la que señala Facio (2019) 
en la que hace referencia a seis pasos a seguir:

1. Tomar conciencia, a partir de la experiencia
personal, de la subordinación del género femenino 
al masculino. 

2. Profundizar en la comprensión de lo que es el
sexismo y las formas en que se manifiesta, iden-
tificando y cuestionando los elementos de la
doctrina jurídica, de los principios y fundamen-
tos legales y de las investigaciones que funda-
mentan esos principios y esas doctrinas, que
excluyen, invisibilizan o subordinan a las mujeres.

3. Identificar cuál es la mujer que la ley está
contemplando como “el otro” del paradigma de ser 
humano que es el hombre y analizar sus efectos en 
las mujeres de distintos sectores, razas, orientacio-
nes sexuales, discapacidades visibles, edades, etc.

4. Buscar cual es la concepción de “mujer” que
sirve de sustento al texto para encontrar soluciones
prácticas a la exclusión, los problemas y
necesidades de las mujeres que no impliquen la
institucionalización de la desigualdad.

5. Analizar el texto tomando en cuenta los
componentes político-cultural y estructural.

6. Colectivizar el análisis, no sólo para que sea
enriquecido por mujeres (y hombres conscientes)
de distintos sectores a la vez que se hace educación
legal popular, sino más importante aún, para
continuar el proceso de concienciación.

Además, se pueden elaborar instrumentos que 
ayudan al personal docente a desentrañar y a 
implementar esa dialéctica propia de reflexión 
pues como se indicó supra, no basta con enun-
ciados formales que establezcan la incorpora-
ción de género, sino que hay que ir elaborando 
herramientas para implementarlos en las meto-
dologías de aprendizaje.

A manera de ejemplo específico en Derecho 
(Blanco C, Huaita M, Molero M Salmón, 
2019) en la Facultad de Derecho de la 
Universidad Pontificia de Perú ha creado 
instrumentos para implementar la 
perspectiva de género en el aula 
universitaria, en los que se señalan de forma 
específica los pasos para este fin.

¿Qué debo tener en cuenta antes de clase? Prepa-
ración de contenidos en el sílabo del curso - Con-
tenido conceptual - Contenido procedimental 
- Contenido actitudinal 
ii. Diseño de métodos de formación jurídica
iii. Selección de bibliografía

b. ¿Qué debo y qué no debo hacer en el aula?

i. Uso del lenguaje en clase
ii. Pautas para el desarrollo de las clases
iii. Dinámica dentro del aula: roles que se ejercen
iv. Evaluaciones ¿Qué tener en cuenta fuera del
aula?

7- Otro criterio es la consolidación de observatorios 
de género, dividido por cátedras que permitan 
detectar en la materia específica, las discusiones, 
análisis, jurisprudencias, artículos científicos, 
problemas a nivel nacional, publicaciones periodís-
ticas, hechos nacionales directamente vinculados 
con la desigualdad y diferenciación de las mujeres 
en la sociedad. Un estándar de calidad sería la exis-
tencia al menos de un observatorio de género de 
toda la Universidad con representación de las y los 
miembros de cátedra de cada disciplina.

8. Desarrollo de actividades extracurriculares, 
sincrónicas y o diacrónicas como por ejemplo 
cursos libres, podcasts, conversatorios, etc., 
siempre tomando en cuenta la participación de 
las mujeres, ya sea académicas utilizando las 
Tecnologías de Información que se constituyen 
en verdaderas herramientas para la enseñanza 
del Derecho y permite mayor accesibili-dad a la 
información y a estrategias de aprendizaje 
innovadoras. Un estándar de calidad vendría a ser 
la existencia de un programa de gestión de calidad 
con énfasis en enfoque de género.
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esencia es la convivencia de diferentes corrientes 
de pensamiento, la Iglesia y sus feligreses también 
pueden exponer sus puntos de vista en las 
cátedras, sin que esto significa su control, sin 
llegar a imponer programas o excluir a los que 
piensan diferente. El principio de tolerancia 
ideológica debe ser el canon de las universidades.
Suele atribuírsele a Voltaire la frase que resume 
este concepto de tolerancia: “Odio tu manera de 
pensar, pero daría mi vida para que tuvieras 
derecho a pensar de esa manera”, (Fatás, 2017). 
Ese ha de ser el principio que rige la libertad de 
cátedra: que cada profesor, que cada estudiante, 
asuma sus propias posiciones, sin descuidar ni la 
calidad ni los contenidos programáticos, y que 
no por ello pueda ser inquietado.

Autonomía y libertad de cátedra

Sin autonomía universitaria ni libertad de ense-
ñanza podría haber libertad de cátedra. En 
Costa, en el siglo XX, la universidad pública 
(1941) precedió a la privada (1981). 

La universidad pública costarricense nació autó-
noma. Así como la Independencia nos llegó por 
gravedad, cuando se funda la Universidad de 
Costa Rica ya había tradición y doctrina de auto-
nomía y libertad de cátedra en el Continente por 
lo que estos institutos no fueron producto de 
luchas estudiantiles como las que iniciaron los 
estudiantes en Córdoba en 1918.  

La universidad privada ha tenido sus dolores de 
parto por las resistencias del Estado a reconocerles
plenamente su estatus, y en general existe la 
tentación permanente por parte del Estado de 
manosear a la universidad privada, incluso 
intentando imponer modelos como el constructi-
vista. El modelo constructivista es una valiosa 
herramienta, lo que no es valioso es que sea 
dogma estatal, debería ser de libre aceptación por 
parte de las universidades. No obstante, dentro 
de este límite, la ley de CONESUP y su Regla-
mento, reconocen la libertad de cátedra como un 
pilar, y este aspecto también cayó por gravedad. 

9. Personal docente formado en perspectiva de
género. La persona docente cumple un papel
importante y protagónico para incorporar la
perspectiva de género. Dentro de ese supuesto es
fundamental que se incorpore dentro de los pro-
gramas de capacitación docente cursos específicos
de género.

Un estándar de calidad es que se incluya dentro 
de los programas de capacitación docente, el 
enfoque de género. Otro estándar es cursos espe-
cíficos de género para docencia incluida formación 
en género y diseño de metodologías de aprendi-
zaje con enfoque de género. Otro estándar de cali-
dad serían instrumentos de análisis con variable 
de género para la doctrina, legislación y juris-
prudencia de la materia específica.

La formación con perspectiva de género de la 
persona docente debe ser incorporado como un 
criterio de baremación para el ingreso y perma-
nencia. Tal y como lo señala (Salazar, 2021)

La formación en perspectiva de género debería 
ser un criterio esencial en la baremación de los 
méritos y las capacidades de cualquier persona 
que opte a un contrato o plaza docente en 
universidades o centros de investigación. A su 
vez, esta exigencia obligaría a una revisión de los 
descriptores de las asignaturas y de los contenidos 
de las Guías docentes. Por ejemplo, en el caso de 
estas últimas, además de introducir materias y 
referencias que siguen siendo invisibles en el 
ámbito jurídico, sería esencial la introducción de 
bibliografía y materiales que incorporen la 
perspectiva feminista. Como medida de fomento 
de esta perspectiva, debería introducirse como 
línea prioritaria en las convocatorias de Proyec-
tos de Innovación Docente.

Investigación
 Los criterios propuestos son:

1. Centros y programas de estudios de la mujer
especializados (Buquet, G, 2011). Estándar: Exis-
tencia de un centro o programa en la universidad.

2. Generar bases de datos desagregadas por sexo
desde los sistemas de información que existen en
el centro universitario para desarrollar investiga-
ciones y orientar la toma de decisiones bajo la
perspectiva de género estándar de calidad. Un
estándar de calidad de ese criterio es la existencia
de bases de datos o estadísticas desagregadas o
programas informáticos establecidos para tal fin.

3. Elaborar indicadores de género en investigación
en tres niveles (Jabazz M., Navarro P., Díaz C. y
Samper, 2016) : 1). presencia de científicas en los
equipos de investigación; 2) participación en la
toma de decisiones y 3) perspectiva de género en
los contenidos de la investigación.

Selección de temas de investigación con perspec-
tiva de género, todo lo cual implica la identifica-
ción de estudios científicos con esa perspectiva.

3. En el desarrollo de la investigación, en el plan-
teamiento del problema, referenciar y contextua-
lizar el problema desde una perspectiva género.
No solamente debe analizarse la trascendencia
constitucional y convencional y la relevancia
práctica en este aspecto se deberá contemplar
incidencia del problema   en forma diferenciada
en hombres y mujeres y analizar las diferencias
en el contexto de explicación y justificación con
el referente objetivo de derechos humanos de las
mujeres.

4. En el marco teórico incluir fuentes bibliográfi-
cas de autoras femeninas o con perspectiva de
género si las hubiere, y señalar la falencia si no
fuere así.

5. La utilización de la categoría de género como
variable de análisis o argumentación.

6. Formulación de objetivos, hipótesis sin sesgos
de o estereotipos de género, entendidos como el
«planteamiento erróneo de igualdad o de dife-
rencias entre hombres y mujeres, en cuanto a su
naturaleza, a sus comportamientos o a su razo-
namiento” (Ariño D, 2011).
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7. Utilización del lenguaje inclusivo en el desarro-
llo de la investigación como un requisito indis-
pensable escrito, académico y formal (Rivera
S,2021)

En las directrices institucionales de investiga-
ción incluir un apartado de los valores del enfo-
que de género como pauta orientadora en la 
investigación.

Desarrollar proyectos de investigación dentro 
de programas de acción social que permitan el 
fomento del análisis y la deconstrucción de 
mitos, estereotipos y una visión androcéntrica 
del Derecho.

Evaluación

La evaluación (Bolaños C, 2011) constituye un 
mecanismo por el cual las universidades rinden 
cuentas y garantizan la calidad de la educación. 
Como cualquier proceso evaluativo se requieren 
parámetros que orienten y definan las valoracio-
nes y los juicios de esa calidad. Los criterios de 
valoración que se han señalado constituyen una 
base para definir parámetros y estándares de 
calidad comunes, se han establecido criterios de 
valoración que contemplan diferentes dimensiones 
y aspectos curriculares y organizacionales de las 
instituciones de educación superior. 

La evaluación es un componente esencial de la 
valoración de la responsabilidad que se ha adju-
dicado a los sistemas educativos y a sus institu-
ciones para producir valores agregados y para 
adoptar decisiones razonables alrededor de las 
de las sociedades modernas (Días Villa ,2015, 
p.21). En el caso específico de la formación en
Derecho, es esencial para determinar con rela-
ción a la formación en igualdad de las mujeres si
efectivamente se está cumpliendo con los fines
de la educación que es   formación en igualdad
de las mujeres en la sociedad.
Una tarea inmediata es empezar a incorporar los
criterios señalados dentro de los procesos eva-
luativos al interno de la educación universitaria
y dentro de los sistemas de evaluación.

La incorporación de la perspectiva de género, 
con el desglose de los criterios que se han esbozado 
en forma preliminar, permite evaluar la calidad 
de la educación en Derecho. La calidad educativa 
está determinada por la capacidad que tienen las 
instituciones para preparar a la persona, de tal 
manera que pueda adaptarse y contribuir al 
crecimiento, desarrollo económico y social 
mediante su incorporación al mercado laboral, 
por lo que la calidad se valora en función del 
progreso y de la modernidad del país. Los fines, 
procesos y resultados estén al servicio del mejo-
ramiento y de la transformación (Díaz,2015, 
Buquet,2011)

Asociar entonces evaluación, con calidad de la 
enseñanza y con los criterios de incorporación de 
la transversalización de género permite determinar 
la existencia de la igualdad más allá del acceso a 
ésta y se cumple con el derecho convencional y 
constitucionalmente señalado en la CEDAW de 
la eliminación de toda visión estereotipado de los 
papeles masculino y femenino en todos los niveles.

Es necesario y urgente la incorporación de criterios 
con perspectiva de género e incorporarlo como 
política universitaria, plasmarlo en la normativa, 
en los requisitos de los planes de estudio, de 
investigación, de evaluación, pero no debe 
quedar a nivel discrecional, o buena voluntad de 
quienes tienen responsabilidad de hacerlo.  Se 
debe hacer vinculante mediante dos mecanismos:

Operacionalización de los criterios en estándares 
de evaluación interna y en los de evaluación 
externa de las universidades. Incluso ser tomados 
en cuenta en los sistemas de acreditación o certi-
ficación de la carrera de derecho. El proceso y el 
insumo sirve a su vez como diagnóstico, pero los 
resultados hacen vinculante el mejoramiento.

Normativización de la transversalización de 
género en la legislación, reglamentos y directrices y 
pautas universitarias para garantizar continuidad y 
como lo señala Salazar, de tal manera que no 
queden en manos de los vaivenes políticos y/o 
presupuestarios.
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Conclusiones
La incorporación de perspectiva de género en la 
enseñanza del Derecho es un mandato constitu-
cional y convencional y como tal debe ser medible, 
exigible y tomada en cuenta en las diferentes 
manifestaciones como un criterio de la calidad 
de la educación.

El género en la enseñanza del Derecho no debe 
ser implementado en forma aislada, aleatoria o 
excepcional. La incorporación debe ser integral, 
transversal en la formación, en la investigación y 
en la evaluación a fin de develar los mitos exis-
tentes de universalidad, neutralidad y abstracción 
sobre el Derecho, que perpetúan la visión andro-
céntrica y la desigualdad en las mujeres dentro 
de la sociedad.
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En la enseñanza del Derecho pese a que hay 
participación femenina, paradójicamente se 
sigue formando bajo el supuesto de universalidad 
y neutralidad del Derecho invisibilizando las 
desigualdades de género lo que produce personas 
egresadas con una visión aséptica lo que tiene un 
impacto negativo al perpetuar la visión andro-
céntrica y las desigualdades de las mujeres 
en la sociedad.

No es suficiente incluir dentro de los lineamientos 
programáticos la transversalidad de los temas en 
forma general. Es necesario hacer una específica 
mención y desarrollo de la perspectiva de género 
en forma transversal si no se corre el riesgo que 
se diluya y quede únicamente en enunciados 
apologéticos.

Incorporar la perspectiva de género en la ense-
ñanza del Derecho implica el deber de educar 
en igualdad a quienes han ingresado a la carrera 
con la finalidad de que la persona egresada a su 
vez ejerza la profesión superando los esquemas 
androcentristas y se convierta en una persona 
catalizadora de cambio para una sociedad más 
igualitaria. 

La elaboración de criterios específicos de enfoque 
de género en el Derecho debe servir para el diag-
nóstico, el desarrollo y evaluación del aprendizaje. 
Así como para que se incorporen en el quehacer 
cotidiano de la docencia universitaria en Derecho 
Se puede afirmar que hay acciones que pueden 
adoptarse a corto y mediano plazo. Algunas 
implicarán mayor complejidad administrativa, 
presupuestaria y organizativa, pero hay otras 
que se pueden realizar en forma inmediata. De 
ahí la importancia de los cursos formadores de 
género, pues ello permitirá que en el aula virtual 
o presencial se concrete la formación con pers-
pectiva de género.

Los criterios deben ser operacionalizados en 
estándares de calidad y ser tomados en cuenta 
dentro de los procesos evaluativos de la ense-
ñanza aprendizaje, del centro universitario y de 
las evaluaciones externas y de acreditación 

La elaboración de criterios, una vez discutida y 
analizada por todas las personas participantes 
en los procesos de enseñanza, deben ser vincu-
lantes e incorporados dentro de la política 
universitaria y que se reflejen en forma prescriptiva 
en la normativa universitaria para evitar con ello 
la discrecionalidad en su implementación. 
Tómese en cuenta que, si no hay concientización, 
o no se considera relevante hacer la transformación
por quienes le corresponda la política universitaria
el resultado será relegación, dispersión y el “ma-
quillaje” de la incorporación con acciones aisla-
das y no sistémicas.
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